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Resumen 
El legislador colombiano, comprendiendo los efectos del conflicto armado en Colombia, 
expidió en el año 2011 la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras y, en este orden de ideas, 
creó una serie de instituciones que tiene como objetivo lograr que las disposiciones allí 
consagradas se cumplan a cabalidad. Entre estas instituciones se encuentran la Unidad de 
víctimas, la Unidad de Restitución de Tierras, la Agencia Colombiana para la Reintegración, 
entre otras, con lo que se ha buscado realizar un trabajo conjunto para la reparación integral 
a víctimas, eje fundamental en el marco del posacuerdo en Colombia.   
Ahora bien, este artículo de reflexión busca determinar la eficacia (cumplimiento de la acción 
deseada) de las políticas públicas generadas por el gobierno colombiano para garantizar la 
seguridad e de las víctimas en su proceso de retorno a las zonas en las cuales habitaban antes 
de ser despojadas y desplazadas, evidenciando las debilidades y fortalezas de esta. Debido a 
lo anterior la pregunta a resolver en el presente artículo de reflexión es la siguiente ¿Cómo 
se ha garantizado por parte del Estado colombiano la seguridad e integridad de las víctimas 
del conflicto armado que son objeto de restitución de sus predios?  
Palabras Clave: Colombia, Conflicto Armado, Acuerdo de Paz, Desplazamiento, Despojo, 





The Colombian legislator, including/understanding the effects of the conflict armed in 
Colombia, sent in the 2011 Law of Victims and Earth Restitution and, in this order of ideas, 
created a series of institutions that it has like objective to obtain that the dispositions 
consecrated there are fulfilled. Between these institutions they are the Unit of victims, the 
Unit of Earth Restitution, the Colombian Agency for the Reintegration, among others, with 
which one has looked for to make a joint work for the integral repair to victims, fundamental 
axis within the framework of posacuerdo in Colombia.   
However, this article of reflection looks for to determine the effectiveness (fulfillment of the 
wished action) of the public policies generated by the Colombian government to guarantee 
the security and of the victims in its process of return to the zones in which they lived before 
being undressed and being moved, demonstrating the weaknesses and strengths of this. 
Regarding previous the question to solve in the present article of reflection he is the following 
one ¿How has been guaranteed on the part of the Colombian State the security and integrity 
of the victims of the armed conflict who are object of restitution of their estates?  
Key Words: Colombia, Armed Conflict, Peace Agreement, Displacement, Dispossession, 
Victims, Restitution, Return. 
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Introducción  
La Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, diseña una serie de medidas de atención, 
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno, la importancia de 
esta radica en el reconocimiento de los derechos de las víctimas y el trazo de un camino para 
el reconocimiento de estos, sin importar quién fue su victimario. Con lo anterior, se busca 
restituir una serie de derechos vulnerados, otorgar prioridades en el acceso a servicios, y 
generar las acciones para que se lleve a cabo una reparación integral (Palou-Loverdos, 2018).  
Ahora bien, en dicha Ley se contempla también el proceso de restitución de tierras el cual 
consiste en devolver a las víctimas aquellos predios que fueron despojados o abandonados a 
causa del conflicto armado. Por ello, en el ámbito del posacuerdo se han previsto una política 
pública de retorno de las victimas la cual está integrada por diversos principios y acciones 
que buscan garantizar a las víctimas que puedan regresar a su vida normal (Calderón, 2016).  
La investigación por desarrollar se encuentra motivada por la necesidad de identificar de 
manera concreta la eficacia de las acciones que se han llevado a cabo por parte del gobierno 
para garantizar la seguridad e integridad de aquellas víctimas del conflicto a quienes se les 
restituyo su predio, esto entendiendo que el retorno es el camino para pacificar el territorio y 
establecer lazos de reconciliación e integración en el territorio colombiano.  
En esa medida, resulta necesario que desde la academia se generen una serie de observaciones 
sobre las acciones que se adelantan por parte del Estado para garantizar la vida y la integridad 
de las víctimas que retornan a su lugar de origen, mucho más cuando en la actualidad se 
evidencia una continuidad de hechos violentos en varios departamentos del país, lo que 
obliga a explorar la efectividad de los procesos de restitución de tierras en el marco de la 
reparacion integral de las víctimas del conflicto armado en Colombia.  
Metodología 
Esta investigación jurídica de tipo teórica documental enfocado en identificar de manera 
concreta la eficacia de las acciones que se han llevado a cabo por parte del gobierno para 
garantizar la seguridad e integridad de aquellas víctimas del conflicto a quienes se les 
restituyo su predio, esto entendiendo que el retorno es el camino para pacificar el territorio y 
establecer lazos de reconciliación e integración en el territorio colombiano.  
Para efectos de esta investigación se desarrollará un método de análisis síntesis que se 
concreta a través de la revisión y análisis de doctrina y jurisprudencia referente al tema objeto 
de la investigación para responder a la pregunta de investigación planteada (Agudelo, 2018). 
Para ello se utilizarán cifras estadísticas sobre las víctimas de despojo y desplazamiento y los 
procesos de reparación que se han surtido en Colombia hasta el año 2019.   
 
 
1. El desplazamiento forzado y el despojo de tierras en el marco del conflicto 
armado en Colombia. 
La historia de Colombia ha sido el devenir histórico de una serie de acontecimientos que han 
marcado la vida de los habitantes del territorio colombiano. Sin embargo, el conflicto armado 
que se vive en el país desde hace más de 60 años puede considerarse cómo la situación que 
más ha tenido influencia en el desarrollo histórico, político y social del país.  
Como lo advierte Niño (2017) el conflicto armado en Colombia inició hacia la década de 
1960 con unos antecedentes en la guerra bipartidista que presentó desde 1940. Es importante 
mencionar que, dentro de los actores principales identificados en este conflicto, se encuentran 
las guerrillas, los paramilitares, los carteles de droga que tuvieron gran protagonismo desde 
los años 1980 hasta mediados de los años 1990, y en los últimos años se han hecho parte de 
este conflicto grupos armados denominados bandas criminales,  
Como lo expresan Moreno y Díaz (2016), las dinámicas de la violencia asociada al conflicto 
armado interno en Colombia se vivieron de manera distinta en el sector rural y en el sector 
urbano, lo anterior teniendo en cuenta que como lo expresa Urdaneta (2017) el surgimiento 
de grupos armados se concentra en el sector rural, y posteriormente se presenta una evolución 
militar de este movimiento que tiene mayor presencia en ciertos departamentos del país.  
Ahora bien, en el entendido que esos hechos del Conflicto Armado generan una serie de 
víctimas, el legislador debe generar un marco jurídico para la reparación de estas, es así como 
se generaron dos leyes concretamente que tenían como objetivo principal la reparación de 
víctimas.  
Así entonces, como lo menciona Córdoba (2021) la primera ley es la Ley 975 de 2005, 
también conocida como Ley de Justicia y Paz, que, si bien fue duramente criticada por varios 
expertos y estudiosos del Derecho, constituye el primer referente normativo en materia de 
reparación de víctimas.   
Ahora bien, años después se produce el segundo avance normativo en materia de reparación 
de víctimas con ocasión al conflicto armado en Colombia es la ley 1448 de 2011 que es 
reconocida como “La Ley de Víctimas” y que para Colombia significa una gran conquista en 
materia de reparación.  
Esta ley se enmarca en un proceso de Justicia Transicional, teniendo en cuenta que dentro de 
esta norma se hace referencia a la acreditación de las víctimas y los procesos de restitución 
de tierras se dictan medidas de asistencia y atención para la reparación integral de víctimas, 
esta reparación integral hace alusión a un conjunto de procesos que recaen en cabeza del 
Estado y que deben ofrecerse a las víctimas de manera oportuna, eficaz y de manera conjunta 
(Rettberg, 2015).  
Para entender lo anterior, es menester señalar que en el marco del conflicto armado se 
generaron hechos de despojo de tierras, que el Gobierno colombiano ha definido de la 
siguiente manera: 
Es una acción que emplean los grupos armados, sus representantes o incluso 
oportunistas para lograr que los legítimos propietarios, poseedores u 
ocupantes de los predios vendan, entreguen o desocupen la tierra 
aprovechando el contexto y vulnerabilidad de las víctimas. 
El despojo de la tierra se logró a través de negocios jurídicos, actos 
administrativos, sentencias y la ocurrencia de delitos. Sin embargo, esto no es 
obstáculo para que los jueces a través de los nuevos mecanismos que les da la 
ley de víctimas les devuelvan a sus verdaderos dueños los predios que 
perdieron (Ministerio de Agricultura, 2018. p.1).  
Es importante destacar frente a esta definición que el despojo de tierras es una figura que se 
contempla incluso en aquellos casos en los cuales medio un negocio jurídico, esto teniendo 
en cuenta que la voluntad del vendedor se encontraba viciada debido a las amenazas o presión 
que ejercía el grupo armado.  
Ahora bien, como lo expresa Cifuentes (2017) generalmente ligado al fenómeno de despojo 
de la tierra se generaron también hechos de desplazamiento en el marco del conflicto armado 
colombiano, esto quiere decir que quienes vendían sus predios o eran obligados a dejarlos, 
en varias ocasiones tuvieron que abandonar también el municipio o corregimiento donde 
habitaban.  
El desplazamiento forzado encuentra su definición para el caso colombiano en el artículo 60 
de la Ley 1448 de 2011, que fue obligada a migrar a algún lugar de Colombia, abandonando 
su lugar de residencia habitual, sus actividades económicas, su trabajo, sus costumbres, entre 
otras, debido a que su vida se encontraba en peligro debido a las amenazas que hubiese 
recibido.  
Respecto del contexto de esta situación en Colombia, Villa (2006) manifiesta lo siguiente: 
El desplazamiento forzado en Colombia nos habla del uso de estrategias de 
terror empleadas de manera indiferenciada por parte de los actores armados 
para expulsar a la población y controlar territorios estratégicos: masacres, 
persecución y asesinatos selectivos de personas acusadas de ser auxiliadores 
de la guerrilla o de los paramilitares, tomas armadas de pequeñas poblaciones, 
retenes y control de acceso a víveres, prohibición de la circulación y de la 
práctica de determinadas actividades económicas o ejercicios profesionales, 
reclutamiento forzado de hombres y jóvenes para los diversos ejércitos, 
violación de mujeres, entre otros, son algunas de las situaciones que han 
“motivado” estos desplazamientos forzados (p.16).  
Ahora bien, es el Estado el encargado de generar medidas efectivas de reparación para las 
víctimas, siendo necesario para ello entender el contexto del conflicto armado y las dinámicas 
de la violencia generadas en el territorio. En razón a lo anterior, el Estado colombiano ha 
venido implementando mecanismos que permitan reparar a las víctimas que han surgido del 
conflicto armado, es así como mediante la creación de entidades como la Unidad de víctimas, 
la Unidad de Restitución de Tierras, la Agencia Colombiana para la Reintegración, entre 
otras se ha buscado realizar un trabajo serio y consiente que permita la reparación integral de 
las víctimas.  
Al respecto, Figueroa (2015) expresa que en todo caso la actividad del Estado debe propiciar 
los derechos de los habitantes, sin importar su condición social, en esa medida la paz justa y 
verdadera, debe ir acompañada de la terminación de los hechos violentos que afectan a la 
población civil.  
Ahora bien, este proceso en el marco del posacuerdo es altamente relevante, teniendo en 
cuenta que el acuerdo de paz firmado en el año 2016 plantea una serie de elementos jurídicos 
bajo los cuales se pretende llevar a cabo un proceso integral de reparación a las víctimas del 
conflicto armado en Colombia que debe hacer una profunda reflexión acerca de la forma en 
la cual se están llevando a cabo los procesos de restitución de tierras y retorno de desplazados 
a sus antiguas zonas de habitación.  
2. Herramientas para reparación a víctimas de desplazamiento y despojo de 
tierras en Colombia. 
Por otra parte, el concepto de reparación nace como una necesidad de satisfacer y restablecer 
esos derechos vulnerados de las víctimas, en ese sentido es preciso señalar que existen unos 
estándares enmarcados en el derecho internacional sobre este asunto.  
Al respecto, el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, del cual hace parte el Estado 
colombiano se ha pronunciado sobre el contenido del concepto de reparación integral: 
Para este tribunal la reparación integral consiste en la acreditación de daños en la 
esfera materia e inmaterial, y el otorgamiento de medidas tales como: a) la 
investigación de los hechos; b) la restitución de  derechos, bienes y libertades; c) la 
rehabilitación física, psicológica o social; d) la satisfacción, mediante actos en 
beneficio de las víctimas; e) las garantías de no repetición de las violaciones, y f) la 
indemnización compensa teoría por daño material e inmaterial (Calderón, 2013, 
p.148). 
Taxativamente en la Constitución Política no se encuentran plasmados los llamados derechos 
de las víctimas o el enfoque particular de esta investigación de la restitución de tierras, pero 
los desarrollos posteriores tienen como fuente varios principios plasmados en la constitución 
como los del preámbulo, al establecer que deberá “asegurar a sus integrantes la vida, la 
convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad…” (Colombia, Congreso de la República, 
1991). 
Además, que en su artículo segundo sobre los fines esenciales del Estado donde establece las 
obligaciones fundamentales del poder público diciendo que deberá “promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida 
económica” (Colombia, Congreso de la República, 1991).  
En ese sentido, como lo indican Uprinmy y Reyes (2010) para materializar lo plasmado en 
la Ley de víctimas respecto del tema de restitución de tierras, acorde con los principios del 
artículo 209 sobre la función administrativa y la creación por parte de la Ley 1448 de 2011 
de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas que 
se desarrolla en los decretos 4829 de 2011, 4911 de 2012 y 599 de 2012.  
En estos se plasman las actividades administrativas en restitución de tierras y se establecen 
los mecanismos de cooperación entre el gobierno nacional y dicha entidad o el apoyo que en 
ciertas circunstancias deberán prestar las entidades territoriales a dicha entidad (Guzmán y 
Barón, 2018).  
Pero adicionalmente, se establecen cargas y deberes al Gobierno Nacional sobre la obligación 
del registro de tierras, los procesos administrativos que se adelantaran en esta materia, las 
garantías que deben tener los derechos fundamentales de las víctimas en todo los tramites 
adelantados por las entidades correspondientes; también en la Resolución 953 de 2012 donde 
dicta el manual operativo para el Fondo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de 
Restitución de Tierras Despojadas como instrumento financiero de la entidad y también para 
el pago de compensaciones,  es decir todos los recursos que tiene la entidad a su disposición, 
supeditados siempre a las órdenes judiciales. 
Ya propiamente el ordenamiento juridico interno se ha hecho tanto en la jurisprudencia como 
en la Ley diversos acercamientos acerca del concepto de reparacion a víctimas del conflicto, 
y la necesidad de involucrar en estos procesos medidas de satisfacción, indemnización, 
verdad, justicia, no repetición, entre otros.  
Respecto de lo anterior, la Corte Constitucional ha mencionado lo siguiente: 
(…) el medio preferente y principal para la reparación de las víctimas al constituir un 
elemento esencial de la justicia restitutiva. La restitución es un derecho en sí mismo 
y es independiente de que las víctimas despojadas, usurpadas o que hayan 
abandonado forzadamente sus territorios, retornen o no de manera efectiva (Corte 
Constitucional colombiana, Sentencia C-715 de 2012).  
Se puede inferir de lo anterior que la Corte propone una figura garantista al declarar la 
restitución como un derecho en sí, independiente y no conexo a algún otro derecho además 
de que hace nacer la obligación de “acceso a una compensación o indemnización adecuada 
para aquellos casos en que la restitución fuere materialmente imposible” (Corte 
Constitucional colombiana, Sentencia C-715 de 2012), como sucede en los casos donde las 
tierras de las víctimas han pasado de un poseedor de buena fe a otro durante muchos años y 
la restitución efectiva es materialmente imposible debido a que estos poseedores ya tendrían 
el tiempo necesario de 10 años para usucapir el bien. 
Si bien, es cierto que la ley 1448 de 2011 supone en Colombia un importante avance en 
materia de reparación de víctimas y aunque mucho se ha hablado de los problemas que se 
han generado respecto de su implementación poco se ha debatido sobre los problemas propios 
de la ley y de sus alcances, y es evidente que existen falencias que no le permiten a las 
victimas acceder a todos los mecanismos planteados por la ley y en consecuencia no permiten 
que exista una reparación integral efectiva  
Lo evidenciado en todo el marco jurídico de restitución de tierras no resulta del todo claro 
frente a las garantías de verdad, justicia, reparación y no repetición, teniendo en cuenta que 
las víctimas reconocidas por la definición traída en la ley 1448 de 2011 adquieren beneficio 
y la restitución de sus tierras despojadas (Delgado, 2015); no obstante posterior a dicha 
restitución es necesario que se realice un acompañamiento para el retorno y establecimiento 
de la víctima nuevamente en el territorio.  
Es claro entonces que el camino de restitución de derechos de las víctimas de desplazamiento 
y despojo de tierras en el marco del conflicto armado en Colombia, no termina con la 
restitución del predio despojado, ya que es necesario que se garantice su seguridad e 
integridad cuando en la zona se ha evidenciado la presencia de grupos armados al margen de 
la Ley y hechos de violencia de manera continua, ya que solo de esta manera podrá garantizar 





3. Política Pública para el retorno de las víctimas de desplazamiento y despojo de 
tierras en el marco del posacuerdo. 
La política pública para las víctimas, en efecto ha contemplado como uno de sus programas 
fundamentales, el tema de la restitución y el retorno y reubicación de estas, esto como parte 
fundamental del proceso de reparación integral que se requiere, en razón a las circunstancias 
que vivieron estas víctimas en razón al conflicto armado.  
Es importante mencionar que la política diseñada por el Gobierno nacional respecto de 
Política de víctimas y restitución de tierras es ambiciosa, y tal como se encuentra plasmada 
genera una percepción de completitud respecto de su contenido y sus ejes transversales como 
se puede observar en la figura 1 que se muestra a continuación.  
 
Figura 2. Política de Víctimas y Restitución de Tierras. Fuente: Unidad de Victimas 
(2018). 
Como se puede observar, esta política tiene componentes concretos que son acordes a las 
necesidades de las víctimas del conflicto armado en Colombia, pero adicionalmente se 
advierten una serie de ejes transversales que son una iniciativa fundamental en la 
construcción de la reparación integral.  
Como lo expresa Caro (2018) en el marco de los procesos de reconocimiento de víctimas y 
restitución de tierras se hace necesario que el Estado despliegue toda su atención en el 
fortalecimiento de la seguridad de quienes se encuentran inmersos en estos procesos y 
también de aquellos líderes de comunidades en esta materia.  
Ahora bien, si bien en la política se habla de la implementación de garantías a los grupos 
vulnerables de alto riesgo, entre ellos, los líderes sociales o aquellas víctimas que hacen parte 
de algún proceso judicial de restitución, antes existía esta obligación, como lo indica Silva 
(2016)  ese sentido es menester manifestar que la Ley 1148 de 2011 obliga a las autoridades 
a que en caso de encontrarse con una situación de riesgo, se debe remitir a programas de 
protección de víctimas, dichos programas carecen de recursos, la forma de acceder son 
procesos lentos, que no garantizan la protección y atención de las personas que lo necesitan.  
Asi mismo, el Decreto 250 de 2005, por el cual se expide el Plan Nacional para la Atención 
Integral a la Población Desplazada por la Violencia se le da un impulso o un respaldo más 
fuerte a la ley anteriormente mencionada y por consiguiente más protección, en teoría, lo 
mismo nos sucede con la Resolución 80 de 2013 pero haciendo una salvedad, que esta 
extiende la protección a un sector más específico de la población como lo son las mujeres, 
niñas y adolescentes en este tipo de procesos, de lo cual nace otros tipos de grupos de especial 
protección y con voceras de este tipo víctimas.  
Ahora bien, otro de los componentes de esta política es la atención y la asistencia, 
entendiendo como: 
Tienen por objeto garantizar la recuperación de condiciones que les permitan 
llevar una vida digna y su incorporación a la vida social, política y económica, 
que permitan el goce efectivo de los derechos que le han sido vulnerados a las 
personas víctimas del conflicto armado interno. Para la aplicación de este 
componente y de acuerdo con los Decretos Ley es menester aplicar el enfoque 
diferencial y étnico y el respeto a los usos y costumbres de los pueblos y 
comunidades étnicas, evitando acciones con daño y trato discriminatorio 
(Unidad de Víctimas, 2017, p.11).  
Este componente hace referencia a la garantía que debe brindar el Estado a todas las victimas 
respecto de las efectivas medidas de reparación integral y la restitución de sus derechos en 
un entorno de seguridad y en condiciones de vida digna.  
No obstante lo anterior, la Defensoría Del Pueblo a través de la comisión de seguimiento de 
la ley de víctimas y restitución de tierras en su quinto informe asegura que los procedimientos 
administrativos llevados a cabo por el gobierno nacional no cumplen con los presupuestos y 
principios establecidos por la Ley 1448 de 2011, en cuanto muchos de los procesos de 
restitución que el gobierno ha realizado sólo cumplen con el presupuesto de entrega material 
y/o formal sin brindar el acompañamiento y el posterior seguimiento de adaptación que la 
ley exige (Defensoría del Pueblo, 2018), lo que deja en entredicho la efectividad de la 
atención y asistencia.  
Sin embargo la tramitología no es el único obstáculo que impide que la restitución de tierras 
se lleve a cabo con eficiencia, según la Comisión Colombiana de Juristas en el informe 
“radiografía de la restitución de tierras en Colombia” (Comisión Colombiana de juristas, 
2019) factores externos tales como el uso y la ocupación del terreno, los errores en los 
procedimientos administrativos, así como la falta de voluntad gubernamental,  son 
situaciones que no permiten cumplir con las metas y los presupuestos establecidos por la ley 
de víctimas y la jurisprudencia expedida por la corte constitucional, en sentencias como la 
C-795 de 2014 (Corte constitucional, 2014) en donde se hace todo un esbozo del derecho a 
la reparación integral y la obligación que tiene el Estado de hacer efectiva esta reparación 
antes de que las leyes reguladoras pierdan vigencia.  
 
Ahora bien, es importante mencionar en el marco de lo anterior que se ha instituido por parte 
del gobierno colombiano una política pública que se denomina Ruta de Retornos y 
Reubicaciones, ella está compuesta de varios elementos que se observarán de manera 
concreta a continuación. 
 
3.1 Ruta de retornos y reubicaciones: 
 
Respecto del retorno y reubicación de víctimas del conflicto armado es importante destacar 
que esta acción se considera una medida de reparación en el marco de la restitución de sus 
derechos de los que fue privado en el marco del conflicto armado interno que ha atravesado 
Colombia por más de cinco (5) décadas. 
 
En ese sentido, a continuación, se muestra la figura 2 que evidencia los municipios en colores 




Figura 2. Zonas en las que se ha hecho efectivo el retorno de víctimas en Colombia 
2019. Fuente: Ministerio del Interior (2019). 
 
Como se puede observar en la mayoría de los departamentos del territorio colombiano se han 
presentado retornos por parte de las víctimas, evidenciando con ellos que el fenómeno del 
desplazamiento y el despojo de tierras fue un hecho victimizantes que alcanzo a muchas 
personas, a muchas familias y afecto a comunidades enteras.  
Ahora bien, para el retorno de estas víctimas se han fijado unas rutas de acompañamiento 
que como lo menciona Ramírez (2015) se encuentra elaborada y articulada desde el Sistema 
Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, y en todo caso este retorno debe 
cumplir con una tres principios esenciales que son seguridad, dignidad y voluntariedad, lo 
anterior evidencia la necesidad de un acompañamiento del Estado en el proceso de regreso, 
adaptación y generación de condiciones adecuadas para la subsistencia de estas víctimas de 
manera digna.  
 
Precisamente en el marco de lo anterior, el gobierno colombiano creo la Ruta integral de 
atención, asistencia y reparación a las víctimas de desplazamiento forzado, que se evidencia 
de manera clara en la figura 3 que se observa a continuación. 
 
 
Figura 3. Ruta integral de atención, asistencia y reparación a las víctimas de 
desplazamiento forzado. Fuente: Ministerio del Interior (2019). 
 
Como lo evidencia la figura que se observa anteriormente, el retorno de las víctimas a su 
lugar de origen tiene una serie de fases que comprenden su retorno, su reubicación, su 
estabilización socioeconómica y adicionalmente se contemplan espacios de participación con 
los que se busca crear programas de acompañamiento en concordancia con las necesidades 
de las víctimas. 
En este caso, el estudio al enfocarse en el proceso de retorno de las víctimas del 
desplazamiento y despojo de tierras se enfoca precisamente en el estudio de los componentes 
de la ruta desde esta fase. Hecha la aclaración que precede es importante mencionar que la 
Unidad para las Víctimas creo mediante Resolución el Protocolo para el acompañamiento a 
retornos y reubicaciones en el marco de la reparación integral a víctimas de desplazamiento 
forzado, el cual se encuentra en la Resolución 329 de 2014 de esta entidad (Valencia, 2020).  
Ahora bien, frente a las fases que se siguen en el marco del acompañamiento que realiza el 
Estado es menester identificar las fases en las cuales se lleva a cabo el mismo. La primera 
fase corresponde a la estabilización socioeconómica de aquellas victimas que deciden 
retornar a su lugar de origen, al respecto se menciona que esta etapa se cumple cuando se 
presentan los siguientes presupuestos: 
Se da cuando el hogar accede a los derechos mínimos de alimentación, educación, 
identificación, reunificación familiar, salud (incluye atención psicosocial), vivienda 
(como alojamiento en condiciones dignas) y generación de ingresos (incluye 
orientación ocupacional) en el lugar de retorno o reubicación. La estabilización se 
encuentra estrechamente relacionada con la sostenibilidad del retorno o reubicación 
en unas condiciones de dignidad (Ministerio del Interior, 2019, p.12).  
 
En atención a lo anterior, es importante observar que esta fase evidencia la necesidad de la 
presencia estatal a través de la prestación de servicios públicos como salud, educación, 
vivienda, entre otros. Dicha situación, representa un desafío importante para las instituciones 
estatales en la medida que se requiere inversión en infraestructura, insumos, elementos para 
adecuar las instalaciones de centros médicos, entre otros aspectos que representan la 
materialización de la estabilización psicosocial de las víctimas.  
 
Al respecto como lo advierten Velasquez y Cespedes (2020) es notorio que se ha realizado 
un esfuerzo por parte de las instituciones gubernamentales a fin de diseñar una ruta de retorno 
que contemple todas las necesidades de las víctimas que regresan a su lugar de origen, sin 
embargo la garantía de la estabilidad psicosocial de las victimas es un tema pendiente en 
varios de los territorios, en primer lugar porque en la actualidad existe presencia de diversos 
grupos armados en estas zonas que nuevamente han generado circunstancias de zozobra en 
la población y en segundo lugar porque la inversión realizada no garantiza de manera plena 
el acceso a servicios de salud, educación, atención psicológica, entre otros.  
 
Conclusiones. 
Para responder a la pregunta de investigación es primordial inicialmente afirmar que en 
efecto se observa que existe una planificación por parte del Gobierno colombiano respecto 
de la ruta de atención a víctimas del desplazamiento o despojo y su posterior 
acompañamiento para el proceso de retorno a la zona donde se ejercicio este hecho 
victimizantes.  
Sin embargo, es importante señalar que esta ruta fue planificada sobre las situaciones 
particulares que existían al momento de su expedición, sin embargo con la implementación 
del procesos de paz, el surgimiento de disidencias de las Farc-Ep y la presencia de otros 
grupos armados en zonas en donde se están realizando actualmente procesos de restitución 
de tierras y en consecuencia el retorno de víctimas del conflicto, requiere una evaluación 
especifica de estas circunstancias de riesgo para estas.  
De igual manera se observa que se hace referencia en las fases de la ruta sobre retorno de las 
victimas la garantía de la estabilidad psicosocial de las víctimas, no obstante, sobre este punto 
es importante señalar que no se ha cumplido a cabalidad con esta fase teniendo en cuenta que 
los hechos violentos en muchas zonas del país desbordan la presencia estatal, y 
adicionalmente las inversiones no han sido suficientes para garantizar los elementos 
considerados en esta fase de estabilización.  
Si bien, el acuerdo de paz implica el desarme de una parte de uno de los actores armados que 
tenía mayor presencia en el país, no se puede hablar hoy del fin del conflicto en Colombia en 
la medida que los grupos armados al margen de la ley que existen en la actualidad pretenden 
realizar una reconfiguración del territorio que ya no controlan las FARC-EP.  
Debido a lo anterior, es menester fortalecer la presencia estatal y para ello no solo puede 
enviarse fuerza pública a estos territorios, debe haber una presencial integral de servicios 
públicos que permita la reivindicación verdadera de los derechos de las víctimas del conflicto 
armado que confiando en la construcción de una paz duradera y estable han decidido retornar 
a su lugar de origen.  
Adicionalmente, se requiere un seguimiento real sobre la materialización de los fallos de 
restitución de tierras para que no sean simplemente un documento, sino realmente se 
restituyan los derechos de las victimas con todas las implicaciones que ello requiere. Solo 
con una política integral que permita la reparacion integral de las víctimas, se podrá concluir 
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